[image: image1.jpg]




3 

  Foja 2

PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
EXPEDIENTE: 585/2021/1
PARTE ACTORA: 

**********. 
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE RESPONSABILIDADES Y ETICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD.

MAGISTRADO:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 

  
 San Luis Potosí, San Luis Potosí, diez de diciembre de dos mil veintiuno.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 585/2021, promovido por**********, contra actos de la DIRECTORA DE RESPONSABILIDADES Y ÉTICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD; y,
R E S U L T A N D O:

I.- Por acuerdo de veintidós de treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno, se admitió la demanda promovida por el compareciente señalado en el párrafo que antecede, respecto de la citada autoridad DIRECTORA DE RESPONSABILIDADES Y ÉTICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD, y en relación al acto que enseguida se precisa:


La resolución dictada en fecha 24 de junio de 2021, que resolvió el Recurso de Revocación dictado dentro del expediente**********, en la que se declaró infundado el recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución administrativa de fecha 26 de febrero de 2021, mediante la cual se  determinó confirmar la resolución impugnada.
Y señala como autoridades demandadas a:

I. Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí.
II. Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí
          II.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, el diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes ni sus autorizados. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito de demanda y contestación de la misma, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba a las partes. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes. En período de alegatos se certificó que se formularon éstos por la Directora de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, por sí y en Representación de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, los que se ordenaron glosar a los autos para los efectos legales conducentes, razón por la que se dio por terminada la audiencia, se citó para resolver y se turnaron los autos a la Magistrada Instructora para formular el proyecto respectivo.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 1°, 2°, 7° fracción V, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridad estatal, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de la emisión de un acto administrativo dictado en agravio de un particular, en ejercicio de las facultades de la citada autoridad.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable a la instrucción del presente juicio, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes al mismo.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del acto reclamado, visible en fojas 79 a la 87 de los presentes autos; con el valor probatorio que les confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quedó acreditada conforme a lo establecido por el numeral 220 del citado Código Procesal Administrativo, con la copia certificada del nombramiento visible en fojas 128 y 129 del sumario.

Las documentales anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la resolución del recurso de revocación interpuesto por el aquí actor, en el expediente**********, respecto de la resolución emitida el veintiséis de febrero de dos mil veintiuno, por la cual se declara que resultó infundado el citado recurso y se confirma la resolución administrativa recurrida, documento fundatorio visible en fojas 79 a la 87 de los presentes autos; con el valor probatorio que les confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se deben estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.


En ese sentido, la autoridad  demandada hace valer la improcedencia de la acción de la parte actora,  así como la defensa de sine actione agis; sin embargo, dicha improcedencia y excepción se refieren a que, la resolución impugnada fue dictada conforme a derecho y cumpliendo con los requisitos legales, lo que desde luego, no es una causal de improcedencia, sino una argumentación relativa al fondo del asunto; por tanto, resultan inatendibles en este momento procesal.

Por último, del examen general practicado al sumario, esta Primera Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda y alcance de la demanda, se localizan en fojas de la 7 a la 45 y 90 a la 97, del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- Determinado lo anterior, antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hacen valer el demandante, es obligación de esta Sala Unitaria analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado, misma que es controvertida por el accionante, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo  250 fracción I penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

 “Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“… I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

 “La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

Asimismo resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad..- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez.”

 Así las cosas, se procede a examinar la competencia de la autoridad en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.

Concepto de impugnación que en la parte que interesa, de manera literal refiere: 

“..Ahora bien, respecto al requisito relativo a que el acto de molestia provenga de autoridad competente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto que la esencia del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica la obligación para la autoridad administrativa que emita un acto de molestia, de citar de manera clara, suficiente y precisa las normas legales que le facultan para su actuación, pues sólo de esta manera se otorgara certeza y seguridad jurídica a los particulares frente a los actos de las autoridades que pudieran lesionar su interés jurídico.

De ahí que, la fundamentación de la competencia consiste en citar las disposiciones legales que concedan a una autoridad la facultad para emitir un acto de molestia.

Lo anterior resulta un requisito fundamental, pues sólo así se brinda certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, es decir, sólo así el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses, pues si la autoridad no cumple con dicho requisito de fundar su competencia, se privaría al afectado de tener conocimiento de un elemento que pueda resultar esencial para impugnar un acto de autoridad, es decir, el gobernado desconocería la norma legal que faculta a la misma para emitir el acto de molestia que considera afecta su esfera jurídica.

De lo anterior se desprende que, en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el diverso 164, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que afecte la esfera jurídica de los gobernados debe ser emitido por autoridad competente, esto es, deberá señalar las disposiciones legales, acuerdos o decretos, en que apoya su actuación y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, estos deberán precisarse con claridad y detalle, deberá establecer el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, e incluso, en el caso de que se trate de normas complejas, la autoridad deberá transcribir el apartado específico que considere aplicable en el caso de que contemplen su existencia y le otorguen atribuciones para actuar, así mismo tiene obligación de señalar las disposiciones legales que comprendan el ámbito, espacio o jurisdicción territorial en que pueda ejercer las facultades.

Requisitos los anteriores que se hacen necesarios para que el particular esté en posibilidad de constatar si la autoridad que emite el acto de molestia se encuentra o no facultado para ello.

En el caso que nos ocupa, la resolución originalmente recurrida en revocación es la emitida por la DIRECTORA DE RESPONSABILIDADES Y ETICA PÚBLICA DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, de fecha 26 de febrero de 2021, que resolvió en definitiva el procedimiento de Responsabilidad Administrativa número**********; de ella se obtiene que es violatoria de los principios de legalidad y seguridad jurídica a que se ha hecho referencia, al no cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación que se han señalado.

En esta tesitura la resolución originalmente recurrida en revocación, carece de la debida fundamentación y motivación de la competencia de la DIRECTORA DE RESPONSABILIDADES Y ETICA PUBLICA DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO, para resolver el procedimiento administrativo iniciado al suscrito, pues de la normatividad y argumentos que en esta se señala, no se acredita su competencia para tal efecto, y el hecho de que en su momento la Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado dependiera funcionalmente de la Contraloría General del Estado, no le genera competencia para resolver  los procedimientos que el citado órgano de control haya iniciado al suscrito en mi carácter de Agente del Ministerio Público, ello derivado, por una parte, del régimen constitucional especial al que se encuentran sujetos; y por otra, porque el órgano competente para resolver los procedimientos de responsabilidad de los Agentes del Ministerio Público de la ahora fiscalía General del Estado es el Titular del órgano Interno de Control de la Fiscalía General del Estado, como lo determina la Ley Orgánica de la misma dependencia.

(…)

No obsta a la anterior conclusión, el hecho de que la Contraloría General del Estado, haya emitido el “Acuerdo Administrativo por el que se establecen acciones complementarias en transición de la Procuraduría General de Justicia del Estado a la Fiscalía General del Estado”, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 25 de septiembre de 2018, en virtud de que la competencia debe emanar de una ley o de un reglamento expedido por el Poder Ejecutivo Estatal, y no de un acuerdo del citado órgano Estatal de Control, que no puede ser fuente de creación de autoridades y de atribuciones, y que no puede estar por encima de las Leyes Orgánicas en comento, y menos aún, de lo ordenado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como lo consagrado en el artículo 125 fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, máxime que debemos estar a las leyes y ordenamientos vigentes al momento del hecho atribuido al suscrito.

En ese contexto, resulta ilegal la resolución…en la cual se impuso como sanción, la suspensión del empleo, cargo o comisión por el período de tres meses, en virtud de que no esta acreditada su competencia para emitir dicha sanción.´..”

Desprendiéndose del estudio y análisis de los argumentos encaminados a combatir la debida fundamentación y motivación de la competencia, que resultan infundados. Siendo que resulta errónea la argumentación que hace el promovente este concepto, en relación a que la autoridad demandada carece de la debida fundamentación y motivación de la competencia para resolver el procedimiento administrativo iniciado al actor, pues aduce que de la normatividad y argumentos que en esta se señala, no se acredita su competencia para tal efecto, y el hecho de que en su momento la Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado dependiera funcionalmente de la Contraloría General del Estado, no le genera competencia para resolver  los procedimientos que el citado órgano de control haya iniciado al actor en su carácter de Agente del Ministerio Público, ello derivado, por una parte, del régimen constitucional especial al que se encuentran sujetos; y por otra, porque el órgano competente para resolver los procedimientos de responsabilidad de los Agentes del Ministerio Público de la ahora fiscalía General del Estado es el Titular del órgano Interno de Control de la Fiscalía General del Estado, como lo determina la Ley Orgánica de la misma dependencia; ello toda  vez que  la resolución de veintiséis de febrero de dos mil veintiuno, por medio de la cual se impuso a la actor la sanción prevista en el numeral 75 fracción IV, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistente en la suspensión del empleo por la temporalidad de tres meses, la emitió la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, de conformidad con lo previsto en los artículos 43 y 44 fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, 1°, 2° fracción II, 3°, 55, 56, 58 60, 63, 81 y 82 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente en la época de los hechos que motivaron el procedimiento que culminó con el dictado de la resolución, los que resultan aplicables atento a lo señalado en los artículos transitorios Segundo y Cuarto de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada el día tres de junio de dos mil diecisiete, y conforme a lo establecido en el artículo sexto transitorio, 23 fracciones II, V y XXI del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, en vigor a partir del primero de septiembre de dos mil diecisiete, así como lo señalado en los numerales 2°, tercer párrafo, en relación al numeral 5° del Acuerdo por el que se establecen las acciones complementarias en transición de la Procuraduría General de Justicia del Estado, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 25 de septiembre de 2018, el cual dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 5º. En tanto transcurre el proceso de traslado gradual de los recursos e instalación de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, la investigación y sanción de las conductas que sean determinadas como faltas administrativas en las que incurra el personal del Poder Ejecutivo adscritos a la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, serán substanciados y resueltos por la Contraloría General del Estado en lo conducente y turnará las que se califiquen como graves o delitos ante los órganos competentes, siempre que la relación laboral se entienda con el Gobierno del Estado.
Así mismo, la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, conforme a la cual quedó extinta la Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado, en términos del artículo transitorio Sexto se prevé que: 
“ Los  procedimientos  de responsabilidad  administrativa,  de  separación  y  remoción  de  cargo  iniciados  con  antelación  a  la entrada  en  vigor  de  la  presente  Ley,  serán  resueltos  en  términos  de  las  disposiciones  legales  con los  que se les  dio inicio”

De conformidad con el numeral Cuarto Transitorio de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se establece que:

 “CUARTO.  Los  procedimientos  administrativos  iniciados  por  las  autoridades  estatales  y  municipales con  anterioridad  a  la  entrada  en  vigor  de  la  presente  Ley,  serán  concluidos  conforme  a  las disposiciones  aplicables  vigentes  a  su  inicio.”
En las relatadas condiciones, al ser instaurado el procedimiento administrativo por la Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado, actuante en términos del numeral 44 fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, 19 fracciones V y X del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, ordenamientos legales en vigencia al iniciar el procedimiento, como órgano interno de control con atribuciones conferidas como parte de la estructura orgánica de la Contraloría General del Estado, al extinguirse dicha Contraloría, las facultades de continuar con el procedimiento, correspondía ejercerlas a la Contraloría General del Estado, a través de las facultadas de conformidad con el Reglamento Interior en vigencia, como lo es la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública adscrita a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, atento al artículo transitorio Sexto de dicho ordenamiento, artículo 23 fracciones II, V y XXI del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, de lo cual se deriva la competencia para la emisora de la resolución.

Tales dispositivos y consideraciones legales anotadas en el párrafo anterior, quedaron debidamente señaladas en la resolución de origen de veintiséis de febrero de dos mil veintiuno, dictada dentro del procedimiento de responsabilidad instruido en contra del aquí actor, reiterando en la resolución que resuelve el recurso de revocación, las siguientes disposiciones legales y razones que sustentan la competencia de la emisora:
“La Contraloría General del Estado, a través de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública es competente para resolver el presente recurso de revocación, de conformidad con lo establecido por los artículos 108, 109, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 124 y 125 fracción III, de la Constitución Política del Estado; 1°, 3° fracción I, inciso d), 31 fracción XVI, 43 y 44 fracción XVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 1°, fracciones I, II, III, IV y VI; 2° fracción II, 3° fracción V 55, 56 fracciones I, XXIV y XXX, 59, 63, 64, 82, 87, 88, 89, 90 y 115 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; ordenamiento que se invoca en términos de lo señalado por los artículos Segundo y Cuarto transitorios de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada el 3 de junio de 2017 en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado, además con fundamento en lo señalado por los artículos 1°, 4° fracción III, 14, 16 fracciones I, XXVIII y XXXIX, 23, CUARTO, QUINTO y SEXTO Transitorios del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, publicado el treinta y uno de agosto de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial del Estado;…”
En ese tenor, se tiene que resultan infundados los argumentos que refiere en cuanto a la indebida fundamentación de la competencia de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, a virtud de que en el caso quedo extinta la Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado, por lo que con base en el numeral 5° del Acuerdo por el que se establecen las acciones complementarias en transición de la Procuraduría General de Justicia del Estado, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 25 de septiembre de 2018, se dispuso que hasta en tanto transcurre el proceso de traslado gradual de los recursos e instalación de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, la investigación y sanción de las conductas que sean determinadas como faltas administrativas en las que incurra el personal del Poder Ejecutivo adscritos a la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, serán substanciados y resueltos por la Contraloría General del Estado en lo conducente y turnará las que se califiquen como graves o delitos ante los órganos competentes, siempre que la relación laboral se entienda con el Gobierno del Estado, y atendiendo a lo establecido en el artículo transitorio Sexto de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, se previno que los Procedimientos  de  Responsabilidad,  Separación  y  Remoción.  Los  procedimientos  de responsabilidad  administrativa,  de  separación  y  remoción  de  cargo  iniciados  con  antelación  a  la entrada  en  vigor  de  la  presente  Ley,  serán  resueltos  en  términos  de  las  disposiciones  legales  con los  que se les  dio inicio, por lo que al iniciar el procedimiento en el que actuó como órgano interno de control con las atribuciones conferidas como parte de la estructura orgánica de la Contraloría General del Estado, al haberse extinguido la Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado, las facultades de proseguir la resolución del procedimiento administrativo de responsabilidades que se inició con la normatividad anterior, serían ejercidas por la Contraloría General del Estado, a través de sus autoridades facultadas en términos del Reglamento Interior vigente, como en el caso lo es la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública adscrita a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, ello en remisión al transcrito artículo Sexto Transitorio, aunado a lo establecido en el numeral 23 fracciones II y V del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, que prevé las facultades de la autoridad emisora del acto, para ejercer  las  atribuciones  de  autoridad  substanciadora  y resolutora,  en  los  términos  de  la  Ley  de  Responsabilidades; así como dictar  la  resolución  que  corresponda  en  el  procedimiento administrativo  de  responsabilidades  en  términos  de  la  Ley  de Responsabilidades,  así  como  realizar  acciones  para  apoyar el  cobro  de  las  sanciones  económicas  que  lleguen  a imponerse; por lo que derivado de tales disposiciones es que se surte la competencia para resolver el procedimiento correspondiente, por parte de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado.
Conforme a las anteriores consideraciones, resulta suficiente la fundamentación de la competencia de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, toda vez que de los preceptos legales y reglamentarios invocados se desprende la existencia y competencia de la autoridad emisora del acto reclamado, lo que genera que no se contravengan las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de ahí lo infundado de su agravio.
Ahora bien, esta Primera Sala Unitaria, procede al estudio del concepto de impugnación que señala el actor en la primera parte de su escrito inicial de demanda, en el que señala en lo que interesa lo siguiente:

Que se violan los artículos 1, 14, 16 y 17 de la Constitución Federal, de los que se desprende la garantía de gozar de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte.

Que de los preceptos citados se advierte la garantía a no ser privados de los derechos, sino mediante juicio seguido ante autoridad competente en el que se sigan las formalidades esenciales del procedimiento, y a no ser molestados en nuestra persona, familia y posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente en el que se funde y motive la causa legal del procedimiento.

Que en el presente caso, se violan las garantías mencionadas, contempladas en los multicitados preceptos, pues la autoridad demandada emite su resolución reclamada ausente de todo fundamento adecuado, así como de motivación alguna, de lo cual se desprenda la aplicación del fundamento legal al caso concreto, por lo que no se colman los requisitos de fundamentación y motivación que todo acto de autoridad debe contener, a fin de ajustarse a lo exigido por los artículos 14 y 16 constitucionales.
Que al plantear el Recurso de Revocación, a manera de agravio se expuso lo siguiente:

“…causa agravio la consideración de la autoridad resolutora, en cuanto a que no puede aplicarse la prescripción a mi favor, puesto que sobre esta “ley secundaria” como ella lo refiere, está el derecho de la víctima al acceso a la justicia.

Sin embargo, pasa por alto, lo que establece el numeral 14 Constitucional, relativo al derecho humano del suscrito a la irretroactividad de la ley, el 16 constitucional relativo al derecho humano que tiene el suscrito a un debido proceso, el 17 Constitucional a que se resuelva de manera imparcial.

Es decir, son derechos que se encuentran en el mismo rango que el derecho de …al acceso a la justicia.

De ahí que si en el caso, se le hizo saber a la Autoridad Administrativa que había operado la prescripción en favor del suscrito, lo procedente era que se ponderaran esos derechos, pues en ese caso, debió seleccionarse la opción que genere mayor derecho a las partes.

En el caso, causa agravio el hecho de que la resolutora otorgue mayor protección al derecho de acceso a la justicia de…, por el simple hecho de que, en su concepto, la prescripción se encuentra prevista en una “ley secundaria”, consideración incorrecta…”

Que al resolver el recurso de revocación, la emisora señalo en el fallo impugnado que se realizaba un análisis en cuanto a la prescripción, priorizando el derecho humano de la víctima como parte afectada en su derecho de acceso a la justicia como derecho humano, que dicha figura de prescripción no puede operar en los casos en que las conductas impliquen violaciones a los derechos humanos, que  la autoridad se encuentra obligada a respetar y garantizar el respeto a los mismos.
Que dicha consideración en modo alguno da respuesta al agravio planteado por el actor, aunado a que la misma es una consideración dogmática, no fundada ni motivada, pasando por alto que el accionante también tiene derecho al acceso a la justicia, a un debido proceso, porque hace distinción, no debe sancionar una violación con otra violación a derechos humanos, máxime que el tiempo que transcurrió, fue a virtud de la omisión de la propia Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado y posteriormente de la Contraloría General del Estado, al no hacer actos en tiempo y forma.
Que la autoridad demandada evade determinar lo que acepta en la propia resolución de que operó la prescripción en su favor, pero no la aplica bajo el argumento de que está por encima el derecho de acceso a la justicia de la víctima, consideración que causa agravio al actor, pues que caso tendría la existencia de la figura de prescripción.
Que la consideración de afectación de acceso a la justicia se traduce en una sola apreciación de la autoridad de carácter subjetivo, dogmático, por no establecer de qué forma es que se afectó a aquel derecho humano de acceso a la Justicia.
Que la responsable refiere que la prescripción se encuentra señalada en una norma secundaria y no en la Constitución, ni en los tratados internacionales, pasando por alto que la misma forma parte de un derecho humano, debido proceso, acceso a la justicia conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, entonces, porque no analizarla.
Por su parte, la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada, para lo cual calificó de infundados, inoperantes  e improcedentes los argumentos que esgrime el accionante.

En principio, resulta oportuno señalar que los argumentos planteados por el demandante, sintetizados al inicio de este considerando, se estudiarán por virtud de la figura de la litis abierta, prevista por el numeral 217, párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, precepto que a la letra dispone lo siguiente: 

“…Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.”

De conformidad con lo anterior, del ordenamiento procesal, establece la figura de la litis abierta, que permite que cuando en un juicio contencioso administrativo se impugne la legalidad de la resolución recaída a un recurso administrativo, se entienda simultáneamente impugnada la resolución recurrida, en la parte que siga afectando los intereses jurídicos del promovente, con la posibilidad de que el demandante haga valer argumentos de manera directa en contra de la resolución recurrida, aún cuando no hubiesen sido planteados en el recurso (novedosos y/o reiterativos), en cuyo caso, el juzgador se encuentra compelido a analizar tales argumentos, a fin de determinar la legalidad de dichos actos recurridos y evitar así los reenvíos a la autoridad administrativa.

Así las cosas, conforme al principio de litis abierta previsto en el Código de la materia, se entiende que simultáneamente se impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo (resolución de veintiséis de febrero de dos mil veintiuno), esto es agravios que fueron formulados ante la autoridad en la instancia administrativa, pues es dable que pueda plantear argumentos reiterativos en contra de la recurrida, esto es que planteó en la instancia administrativa y que de nueva cuenta plantea en el juicio contencioso administrativo.
A este respecto, resulta aplicable, por analogía, la tesis jurisprudencial sostenida por el Poder Judicial de la Federación, que a continuación se transcribe:

Registro digital: 184472

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 32/2003      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVII, Abril de 2003, página 193

Tipo: Jurisprudencia

JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos.

Contradicción de tesis 171/2002-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo, ambos del Séptimo Circuito. 28 de marzo de 2003. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Rolando Javier García Martínez.

Tesis de jurisprudencia 32/2003. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del cuatro de abril de dos mil tres.

Es conveniente precisar que los argumentos de impugnación expuestos por el actor se analizan atendiendo al principio de mayor beneficio y de conformidad con los siguientes criterios:  

Época: Octava Época 

Registro: 222213 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VIII, Julio de 1991 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 122 

AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS. Es obvio que ninguna lesión a los derechos de los quejosos pueda causarse por la sola circunstancia de que los agravios se hayan estudiado en su conjunto, esto es, englobándolos todos ellos, para su análisis, en diversos grupos: ha de admitirse que lo que interesa no es precisamente la forma como los agravios sean examinados, en su conjunto, separando todos los expuestos en distintos grupos o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o en orden diverso, etc.; lo que importa es el dato substancial de que se estudien todos, de que ninguno quede libre de examen, cualesquiera que sea la forma que al efecto se elija. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Época: Novena Época 

Registro: 166717 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXX, Agosto de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XVI.1o.A.T. J/9 

Página: 1275 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Lo anterior, en virtud de que con ello se estaría satisfaciendo las pretensiones de la parte actora señaladas en su escrito inicial de demanda, consistente en la nulidad de la sanción de que fue objeto, y la cual aduce fue impuesta de manera ilegal, así como la cancelación o eliminación de cualquier captura, registro o inscripción de la sanción que fue determinada al actor, así como en el Registro Estatal de Servidores Públicos sancionados e inhabilitados, que se llevan en la Auditoría Superior del Estado.

En ese sentido, el actor manifiesta que al plantear el Recurso de Revocación, a manera de agravio, expuso a la autoridad emisora del acto la prescripción, respecto de lo cual la resolutoria no dio cabal contestación a sus planteamientos, los cuales reitera de la siguiente manera:

********** (se suprimen imágenes)
En ese sentido, el actor manifiesta que, al resolver el recurso de revocación, la emisora señalo en el fallo impugnado que se realizaba un análisis en cuanto a la prescripción, priorizando el derecho humano de la víctima como parte afectada en su derecho de acceso a la justicia como derecho humano, por lo que dicha figura de prescripción no puede operar en los casos en que las conductas impliquen violaciones a los derechos humanos, que  la autoridad se encuentra obligada a respetar y garantizar el respeto a los mismos.

Por tanto el actor se duele de, que la emisora no da respuesta a su agravio planteado pues lo expuesto es una consideración dogmática, no fundada ni motivada, y pasa por alto el derecho al acceso a la justicia del actor, máxime que el tiempo que transcurrió, fue a virtud de la omisión de la propia autoridad, al no hacer actos en tiempo y forma.

El actor aduce que operó la prescripción en su favor, pero no la aplica la emisora bajo el argumento de que está por encima el derecho de acceso a la justicia de la víctima, lo que le causa agravio al actor.
Así, se tiene a la vista la resolución impugnada de fecha veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, dictada dentro del expediente**********, que resuelve el recurso de revocación interpuesto por el aquí actor, respecto de la resolución emitida el veintiséis de febrero de dos mil veintiuno, dictada por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en el sentido de resultar infundado el recuro de revocación planteado, confirmando la resolución impugnada, conforme a las consideraciones expuestas en dicha resolución; las cuales corren agregadas a fojas 51 a la 88 del presente sumario; las que son valoradas en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Esta Sala Unitaria, del contenido íntegro de la resolución impugnada que resuelve el recurso de revocación advierte lo siguiente:

· Que la autoridad emisora, en relación a los agravios planteados por el actor en vía de recurso, resuelve que en cuanto al análisis de la prescripción, prioriza el derecho de la víctima como parte afectada en su derecho de acceso a la justicia como derecho humano, en el entendido que dicha figura no puede operar en los casos en que las conductas impliquen violaciones a los derechos humanos, aunado a que la autoridad administrativa se encuentra obligada a respetar y garantizar el respeto a los mismos, según se dilucidó en la resolución de origen.

· Que en la resolución de origen se alude a la figura de prescripción, como la señalada en una norma secundaria como lo es la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, respecto de la que prevalece la disposición constitucional y los tratados internacionales en materia de derechos humanos, en sujeción al artículo 33 de nuestra Carta Magna.
· Que adquiere mayor trascendencia el derecho de la víctima en su derecho humano de procuración y acceso a la justicia reconocido por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos con relación a la prescripción.

· Que la autoridad emisora toma en cuenta en el ámbito de sus atribuciones, donde está vinculada a respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, atendiendo el deber de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos.

 Establecido lo anterior, se considera fundado lo argumentado por el actor y suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, en virtud de que la emisora al resolver el recurso de revocación, refiere que los argumentos de la recurrente son insuficientes en función de las consideraciones que precisa, para lo cual reitera las consideraciones que expuso en la resolución de origen, en cuanto a la figura de la prescripción, tal como se advierte de  las fojas 81 a la 83 de los presentes autos,  por lo cual la autoridad es omisa en fundar y motivar de manera adecuada, por lo que su actuación no se ajusta a lo exigido por los artículos 14 y 16 constitucionales.

Cabe precisar que en la resolución de origen, en cuanto a la prescripción la autoridad señaló que la prescripción debe ser analizada conforme a la disposición 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores  Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente a la data de los hechos irregulares, es decir del año 2012, pues los actos investigados comprenden omisiones acontecidas el veintiocho de octubre de dos mil doce, en los que conforme a la afirmación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el servidor público se apersonó en el nosocomio donde se ubicada la persona que señala, para tomarle la declaración de los hechos, y a quien se imputa la omisión de certificar el estado en que se encontraba, y dar fe de las lesiones que presentaba dicha persona, omitiendo asegurar las prendas que vestía, pues fue hasta el 20 de noviembre de 2012, en que se realiza dicho aseguramiento de la entonces lesionada.
Destacó la emisora que, si bien la conducta investigada se ubicaba en el plazo de tres años previsto en la fracción II, del numeral 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores  Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, no menos cierto resultaba la obligación para dicha autoridad, de observar lo previsto por el numeral 1 de la Constitución Federal, la cual incide en la protección y garantía de los derechos humanos, por lo que si el servidor público a la fecha de los hechos estaba sujeto a dicho procedimiento, era preciso priorizar el derecho de la víctima como parte afectada en su derecho de acceso a la justicia como derecho humano, lo que dio lugar a encausarlo en el procedimiento de responsabilidades, para lo cual se apoya en la recomendación **********emitida por la Comisión Nacional de Derechos Humanos, por lo que atendiendo al principio pro persona,  le da mayor prioridad al derecho de acceso a la justicia de la víctima como parte afectada por la inadecuada actuación del servidor público, por lo cual consideró no opera la prescripción en favor del actor, señalando que sobre dicha figura prevista en una norma secundaria, se debía privilegiar en mayor medida el derecho fundamental de las víctimas, de ahí que determinó que no se consideraba que operara la prescripción.
Lo anterior fue reiterado por la emisora al resolver el recurso de revocación, sin atender a lo efectivamente planteado por el actor en vía de recurso, dadas las argumentaciones expuestas al plantear el recurso de revocación, lo cual ha quedado señalado en la digitalización señalada en párrafos anteriores; toda vez que en la resolución del recurso de revocación, además de señalar la reiteración en los términos anotados, la emisora refiere en lo conducente lo siguiente:

“…Así el recurrente, en el contenido del recurso de revocación es reiterativo en su afirmación en que precisa que de manera incorrecta se determina que no puede operar la prescripción en favor del promovente ya que sobre esa figura contenida en una norma secundaria pesa el derecho humano de las víctimas de acceso a la justicia, es decir, la autoridad administrativa resolutora, en modo alguno analizó correctamente los artículos 1°, 14, 16 y 17 Constitucionales, a lo cual se precisa que sus argumentos se tornan insuficientes en función de las consideraciones que han quedado precisadas en el párrafo anterior, porque se advierte que en la resolución recurrida se realizó un análisis respecto de los derechos elementales del servidor público señalado como probable responsable fue citado en los términos deñalados (sic) por el artículo 82 a Ley que regulaba el procedimiento administrativo de responsabilidades en vigor a la data de los hechos, se le concedió el derecho de expresar sus defensas respecto de las imputaciones mediante su citación a la Audiencia de Ley prevista por el artículo 82 de la Ley de la Materia, a ofrecer pruebas y presentar alegatos, por tanto, contrario a lo afirmado, se observó el debido proceso en favor del recurrente, según consta en el expediente de origen, en tal virtud, sus argumentos en el sentido que propone, resultan infundados.”
Como se aprecia, la emisora del acto incumple con la fundamentación y motivación adecuada, máxime que no atiende con precisión los agravios vertidos por el actor en vía de recurso, limitándose a reiterar las consideraciones expuestas en la resolución de origen, sin fundar y motivar debidamente su actuación, al determinar que no puede operar la prescripción en favor del promovente ya que esa figura de prescripción se encuentra contenida en una norma secundaria, por lo que prevalece y se prioriza el derecho de la víctima como parte afectada en su derecho de acceso a la justicia como derecho humano, atento al numeral 1° de la Constitución Federal, y los tratados internacionales.

En este sentido, es menester precisar que la prescripción no pugna con el derecho fundamental de acceso efectivo a la justicia, atendiendo al numeral 1o. constitucional, es obligación de todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, observar los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales, sin embargo, de ello no se sigue que los órganos jurisdiccionales nacionales, so pretexto del derecho fundamental de acceso a la justicia, de conformidad con lo previsto en la Constitución Federal y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, dejen de aplicar los demás principios de la función jurisdiccional, tales como los de legalidad, igualdad, seguridad jurídica y debido proceso, pues ello provocaría un estado de inseguridad en la sociedad que a la postre significaría una transgresión a ese acceso efectivo a la justicia. 
Ahora bien, la figura de la prescripción, que se traduce en la determinación de un plazo establecido en la ley para tener por extinguida la acción punitiva del Estado, no conlleva, por regla general, una transgresión al derecho humano de acceso efectivo a la justicia, pues el establecimiento de los plazos que en su caso imponen los legisladores en las leyes secundarias, tiene como fin último que no quede expedita indefinidamente la acción persecutoria del Estado, lo que encuentra su justificación en el derecho a la seguridad y certeza jurídica de que deben gozar todos los gobernados. 
Lo anterior, sin desconocer que pueden suscitarse casos en los que el establecimiento de la prescripción sí pudiere llegar a ser transgresora del derecho humano de acceso a la justicia, pues en el ámbito internacional existen ilícitos respecto de los cuales se ha declarado su imprescriptibilidad, lo cual no sucede en el caso.

Por otra parte, lo establecido en el precepto Constitucional no significa que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas, a excepción de que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica de que se trate, ésta se aplique, sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal función jurisdiccional, dejen de observarse los diversos principios constitucionales y legales, o las restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de hacerlo, se provocaría un estado de incertidumbre en los destinatarios de tal función.

Lo anterior aunado a que los plazos respecto de la prescripción, que imponen los legisladores en las leyes secundarias tienen como fin último que no quede indefinidamente abierta la acción persecutora del Estado, y esto encuentra justificación en el derecho a la seguridad jurídica de la que deben gozar todas las personas.
Sirve de sustento a lo anterior, la tesis aislada que enseguida se transcribe:

Registro digital: 2011432

Instancia: Primera Sala

Décima Época

Materias(s): Constitucional, Penal

Tesis: 1a. CVI/2016 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo II, página 1131

Tipo: Aislada

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. EL ESTABLECIMIENTO DE ESTA FIGURA NO PUGNA CON EL DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. De la reforma al artículo 1o. constitucional de 10 de junio de 2011, se obtiene que es obligación de todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, observar los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales. Sin embargo, de ello no se sigue que los órganos jurisdiccionales nacionales, so pretexto del derecho fundamental de acceso a la justicia, de conformidad con lo previsto en la Constitución Federal y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, dejen de aplicar los demás principios de la función jurisdiccional, tales como los de legalidad, igualdad, seguridad jurídica y debido proceso, pues ello provocaría un estado de inseguridad en la sociedad que a la postre significaría una transgresión a ese acceso efectivo a la justicia. Ahora bien, la figura de la prescripción de la acción penal, traducida ésta en la determinación de un plazo establecido en la ley para tener por extinguida la acción punitiva del Estado, no conlleva, por regla general, una transgresión al derecho humano de acceso efectivo a la justicia, pues el establecimiento de los plazos que en su caso imponen los legisladores en las leyes penales secundarias, tiene como fin último que no quede expedita indefinidamente la acción persecutoria del Estado, lo que encuentra su justificación en el derecho a la seguridad y certeza jurídica de que deben gozar todos los gobernados. Lo anterior, sin desconocer que pueden suscitarse casos en los que el establecimiento de la prescripción de la acción penal sí pudiere llegar a ser transgresora del derecho humano de acceso a la justicia, pues en el ámbito internacional existen ilícitos respecto de los cuales se ha declarado su imprescriptibilidad, como es el caso de los "crímenes de guerra" y "crímenes de lesa humanidad". Por otra parte, la mencionada reforma no significa que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica de que se trate, ésta se aplique, sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal función jurisdiccional, dejen de observarse los diversos principios constitucionales y legales, o las restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de hacerlo, se provocaría un estado de incertidumbre en los destinatarios de tal función.

Amparo directo en revisión 2597/2015. 21 de octubre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Ahora bien, esta Sala Unitaria, procede al análisis de la prescripción que hace valer la parte actora, y respecto de la cual se pronunció la emisora del acto, tanto en la resolución de origen como en la que resuelve el recurso de revocación, advirtiendo que por la época de los hechos de la conducta investigada, se ubicaba en la fracción II, del numeral 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, es decir en el plazo de tres años, ordenamiento al que se encontraba sujeto el servidor público encausado, en la data de los hechos (octubre de 2012).
En los agravios hechos valer por el actor, refiere en lo conducente que no debe pasarse por alto el derecho humano que tienen todas las personas a un debido proceso, el cual se establece en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, de los que se desprende que nadie puede ser privado ni molestado en su persona, familia, domicilio, posesiones o derechos, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, seguido en los tribunales previamente establecidos, cumpliendo las formalidades esenciales del procedimiento, por lo que si la figura de la prescripción, es una regla de procedimiento establecida con anterioridad al hecho, es entonces que es parte de un derecho humano del cual tiene derecho a gozar en términos del numeral 1° de la Constitución invocada.

En la contestación de demanda, la autoridad precisa que el servidor público fue encausado con motivo de la recomendación **********emitida por la Comisión Nacional de Derechos Humanos, en que se precisan violaciones a los derechos humanos en la modalidad de procuración de justicia cometidos en agravio de las víctimas reconocidas en el documento correspondiente y sus anexos, con motivo de los hechos acontecidos el 28 de octubre de 2012, en la **********que menciona, donde resultara lesionada y después falleciera la persona que indica, por lo que en ese sentido, no puede operar la prescripción de una norma secundaria como lo es la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En este sentido, y conforme a las consideraciones expuestas en párrafos anteriores, se reitera que lo establecido en el numeral 1°  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no significa que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas, a excepción de que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica de que se trate, ésta se aplique, sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal función jurisdiccional, dejen de observarse los diversos principios constitucionales y legales, o las restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de hacerlo, se provocaría un estado de incertidumbre en los destinatarios de tal función, máxime que los plazos respecto de la prescripción, que imponen los legisladores en las leyes secundarias tienen como fin último que no quede indefinidamente abierta la acción persecutora del Estado, y esto encuentra justificación en el derecho a la seguridad jurídica de la que deben gozar todas las personas.
Conforme a lo anterior, la figura de la prescripción, no conlleva, por regla general, una transgresión al derecho humano de acceso efectivo a la justicia, dado que el establecimiento de los plazos que en su caso imponen los legisladores en las leyes secundarias, tiene como fin último que no quede expedita indefinidamente la acción persecutoria del Estado, lo que encuentra su justificación en el derecho a la seguridad y certeza jurídica de que deben gozar todos los gobernados; de ahí que resulte procedente analizar la procedencia de la figura de la prescripción, a fin de no dejar en estado de indefensión al actor, y hacer válido su derecho a la seguridad y certeza jurídica.
En ese tenor, es menester citar el contenido del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento en que ocurrieron los hechos origen del procedimiento administrativo de responsabilidades que culminó con el dictado de la resolución aquí impugnada.

ARTICULO 81. “Las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos:

I. En un año si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado, y

II. En tres años, en los demás casos.

El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continuo. En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo previsto por el artículo 82 de esta Ley.”

Conforme al precepto legal transcrito, se prevé el plazo de prescripción para imponer sanciones a los servidores públicos, el cual es claro y preciso, por lo que no admite más interpretación que la gramatical, ya que es el método interpretativo que debe prevalecer dada la exactitud en los términos empleados por el legislador, de ahí que el plazo se contará a partir del día siguiente a aquel en que se hubiera incurrido en responsabilidad o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continuo.

Ahora bien, en el caso, las conductas atribuidas resultan instantáneas, pues es menester destacar que ha sido criterio reiterado de esta Primera Sala Unitaria, que las conductas instantáneas son las que se consuman en un solo acto, cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo, así como que las conductas continuas se refieren a aquellas en que la acción u omisión se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo.


Este criterio se apoya en la Tesis Aislada que se transcribe a continuación:

“INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS. SUS MODALIDADES.- Las modalidades de las infracciones tributarias a que se refiere el artículo 67, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, no aparecen definidas en dicho cuerpo normativo. Es en material penal, tratándose de delitos, donde mejor se han perfilado estos conceptos, motivo por el cual analógicamente debe acudirse a los mismos. Tratándose del delito instantáneo, el derecho positivo mexicano, la doctrina y la jurisprudencia, son acordes al conceptuarlo como: "Aquel que se consuma en un solo acto, agotando el tipo", cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo; en cambio, tratándose de las modalidades de "continuo" y "continuado", existe diversidad de criterios. El artículo 99 del referido Código Fiscal da el concepto al que debe atenderse en esta materia respecto al delito continuado al establecer que: "El delito es continuado, cuando se ejecuta con pluralidad de conductas o hechos con unidad de intención delictuosa e identidad de disposición legal, incluso de diversa gravedad". Respecto del delito continuo, sus notas características, extraídas sustancialmente de la jurisprudencia, consisten en las siguientes: "Es la acción u omisión que se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo". Con base en lo anterior; las infracciones administrativas podrán ser: instantáneas, cuando se consuman en un solo acto, agotando todos los elementos de la infracción, cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo; continuas, si la acción u omisión se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo; o, continuadas, en la hipótesis de pluralidad de acciones que integran una sola infracción en razón de la unidad de propósito inflacionario e identidad de lesión jurídica.- Contradicción de tesis 29/98. Segunda Sala.” Época: Novena Época, Registro: 193926, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Mayo de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a. LIX/99, Página: 505. [Las negrillas y el subrayado son nuestros].


La Suscrita Magistrada no es omisa en precisar, que si bien es cierto el estudio expuesto con antelación se ilustra por una Tesis Aislada, que por no constituir Jurisprudencia, y por tanto no resulta obligatoria a esta Sala, en términos de los artículos 216 y 217 de la Ley de Amparo; no menos cierto es, que la propia Jurisprudencia ha reconocido a los Tribunales de menor jerarquía a los que emiten el criterio, la posibilidad de que puedan tomar en consideración los criterios contenidos en Tesis Aisladas para ajustar el fallo que emitan, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata. 

Por tanto, si como es el caso, de acuerdo con las citadas normas que jerarquizan la obligatoriedad de la Jurisprudencia, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es un tribunal de menor jerarquía respecto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales Colegiados de Circuito, luego entonces le es dable a ésta Sala tomar en consideración el criterio contenido en las transcritas Tesis Aisladas para ajustar su fallo, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata, según se desprende de la Jurisprudencia que enseguida se transcribe:

“TESIS AISLADAS, VALIDEZ DE LAS, CUANDO SON INVOCADAS POR TRIBUNALES DE INFERIOR JERARQUÍA DE AQUELLOS QUE LAS EMITEN PARA JUSTIFICAR SU FALLO.- El hecho de que en una resolución se invoque una tesis que no constituye jurisprudencia en los términos del artículo 192 de la Ley de Amparo y por lo mismo no sea obligatoria, ello no impide que los tribunales de inferior categoría de aquellos que sustentan el criterio, puedan tomarlo en consideración para ajustar su fallo, al hacer el estudio jurídico de la cuestión planteada y acatarlo si es aplicable al caso de que se trate.- SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.” No. Registro: 190,064, Jurisprudencia, Materia(s):Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo: XIII, Marzo de 2001, Tesis: I.6o.C. J/27, Página: 1684.


En resumen, en tratándose de infracciones administrativas,  las conductas pueden ser de dos naturalezas:

I.- Conductas Instantáneas.- Son aquellas que se consuman en un solo acto, cuyos efectos pueden o no prolongarse en el tiempo;

II.- Conductas Continuas.- Se refieren a aquellas en que la acción u omisión se prolonga sin interrupción por más o menos tiempo; y 


De conformidad con lo previsto en el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se hace referencia a conductas instantáneas y conductas continuas.


Como quedo señalado con antelación, en el caso se actualiza la hipótesis de una conducta instantánea, toda vez que se trata de conductas derivadas de omisiones acontecidas el veintiocho de octubre de dos mil doce, dado que el servidor público se apersonó al hospital ********** en donde se ubicaba la persona a quien debía tomarle declaración de los hechos, atribuyéndole la omisión de certificar el estado en que se encontraba, así como el dar fe de las lesiones que presentaba dicha persona, y omitiendo asegurar de inmediato las prendas que vestía, pues fue hasta el 20 de noviembre de 2012 que se realizó el aseguramiento de las prendas de la entonces lesionada, esto el día 28 de octubre de 2012, por lo que se trata de omisiones que se consuman en un acto.

Lo anterior así se afirma, toda vez que la autoridad emisora atribuye las omisiones generadas por la parte actora, las cuales fueron a virtud de que:

a) Omitió certificar el estado que se encontraba …al interior del hospital Central en donde había sido trasladada posterior al suceso en la discoteca denominada **********
b) Omitió dar fe de todas las lesiones que presentaba …a simple vista, quien se encontraba hospitalizada en Hospital Central en donde había sido trasladada posterior al suceso en la discoteca denominada **********
c) Además se le atribuye que omisión (sic) asegurar y resguardar de inmediato la ropa que vestía…al momento en que sucedieron los hechos, no es óbice que a la víctima le fue reitera (sic) la ropa en el hospital ********** “**********”, sin embargo no se advierte que se haya solicitado a dicho nosocomio la entrega inmediata de las prendas;…”
Como se advierte, las omisiones transcritas tienen su origen en la conducta omisiva de certificar el estado en que se encontraba, así como el dar fe de las lesiones que presentaba dicha persona, y omitiendo asegurar de inmediato las prendas que vestía, la cual fue realizada el veintiocho de octubre de dos mil doce, de ahí que se trate de una conducta instantánea.

Por tanto, si en el caso que nos ocupa, el punto de partida para el cómputo del plazo de la prescripción aludido es la fecha en que se incurrió en responsabilidad, cuando ésta sea instantánea, o bien, el momento en que la responsabilidad hubiera cesado, si fuera de carácter continuo.

Acorde a lo anterior, el precepto legal citado no admite una interpretación distinta, dado la exactitud de los términos empleados por el legislador, por lo que el plazo de prescripción se computa a partir del día siguiente a aquel en que se hubiera incurrido en responsabilidad, sin que obste a lo anterior que el inicio del procedimiento derive de una Recomendación emitida por la Comisión Nacional de Derechos Humanos, toda vez que la Recomendación de la Comisión en cuestión únicamente dará la pauta a que la Institución a la que va dirigida proceda a su conocimiento, lo que difiere de cuestión alguna relativa a modificar el plazo legal previsto para la prescripción de la facultad para sancionar conductas que deriven de la Recomendación.  

Cabe señalar que, aun cuando a la sociedad le interesa que se sancionen las conductas infractoras de los servidores públicos, es inaceptable que las autoridades lo hagan en cualquier tiempo, porque darían lugar a la incertidumbre jurídica de los servidores públicos respecto de la posibilidad de sanción por supuestos actos realizados en el desempeño de sus cargos.


En las relatadas condiciones, debe establecerse específicamente el momento a partir del cual debe computarse el plazo de la prescripción de las facultades sancionadoras de la autoridad; tomando en consideración la fecha en la que se procedió a practicar la necropsia, que lo fue el 28 veintiocho de octubre de 2012 dos mil doce, en la cual tienen su origen las omisiones atribuidas.


En tal virtud, si el plazo de la prescripción se computa a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, conforme al último párrafo del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, es entonces que el término de prescripción inició al día siguiente en que se practicó el dictamen de necropsia, es decir el día 29 veintinueve de octubre de 2012 dos mil doce, que corresponde al día siguiente que se practicó el dictamen de necropsia, y se interrumpió al notificarse el acuerdo de inicio del procedimiento, con base en el oficio citatorio para la audiencia de Ley, por lo que el 23 de junio de 2017 se llevó a cabo la audiencia de Ley, dentro del expediente administrativo formado con motivo del procedimiento instaurado en contra de la parte actora, a la cual compareció el actor; por lo que entre ambas fechas transcurrieron más de tres años, lo cual es suficiente para considerar que transcurrió en exceso el plazo de prescripción de tres años.

Por tanto, esta Sala Unitaria concluye que en el caso que nos ocupa, prescribió la facultad sancionadora de la autoridad administrativa, frente a una responsabilidad no estimable en dinero, puesto que se excedió el término de tres años que establece el artículo 81 fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en razón de lo expuesto con antelación. 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis aislada que enseguida se cita:

Época: Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Agosto de 2002, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.178 A, Página: 1347. 

PRESCRIPCIÓN PREVISTA POR EL ARTÍCULO 78 DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE INTERRUMPE CUANDO SE CITA AL FUNCIONARIO A LA AUDIENCIA QUE REFIERE EL NUMERAL 64 DE LA PROPIA LEY (LEGISLACIÓN VIGENTE AL 13 DE MARZO DE 2002). Del precepto normativo de que se trata, se desprenden las hipótesis siguientes: a) Que las facultades de las autoridades administrativas para imponer las sanciones establecidas en el propio ordenamiento legal prescriben en un año, cuando el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Distrito Federal y en los demás casos prescribirán en tres años (fracciones I y II); b) Que el plazo de prescripción se cuenta a partir del día siguiente a aquel en que se hubiese incurrido en la responsabilidad, o bien, a partir del momento en que hubiesen cesado los efectos de la conducta considerada como continua; y, c) Que en todos los casos la prescripción se interrumpe al dar inicio el procedimiento administrativo previsto por el artículo 64 de la propia ley (último párrafo). Por su parte, la fracción II del último numeral invocado, dispone que la aplicación de sanciones administrativas se hará mediante el procedimiento que refiere en sus diversas fracciones, el que da inicio con la citación del presunto responsable a una audiencia, haciéndole saber la responsabilidad o responsabilidades que se le imputen, el lugar, día y hora en que tendrá verificativo la audiencia y su derecho a ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de defensor (fracción I). De esa forma, el cómputo de la prescripción se interrumpe con la cita aludida, por ser el primer acto en que la autoridad da a conocer al particular la conducta que se le imputa y el inicio de un procedimiento de responsabilidades que puede dar lugar a la imposición de una sanción administrativa. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Lo resaltado es nuestro.

En esa tesitura, resulta ilegal la resolución impugnada emitida el veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, relativa al recurso de revocación interpuesto por el aquí actor, en el expediente**********, por la cual se declara que resultó infundado el citado recurso y se confirma la resolución administrativa recurrida; así como la resolución de origen, la que fue pronunciada el veintiséis de febrero de dos mil veintiuno, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado mediante la cual se impone al actor sanción consistente en suspensión del empleo, cargo o comisión por el período de tres meses; ya que en el presente asunto, se actualiza la procedencia en beneficio del actor de la figura jurídica de la Prescripción de las facultades de la Contraloría General del Estado y la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, para sancionarlo, toda vez que transcurrió en exceso el término de tres años para imponer sanción alguna a la aquí actora, atento a lo señalado por el numeral 81 en su último párrafo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, conforme a las consideraciones legales expuestas con antelación.

En virtud de que el Concepto ya analizado atiende el principio de mayor beneficio para la parte actora, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora, ya que aún y cuando resulten fundados, no mejoraran los resultados obtenidos en la presente resolución, sirviendo de apoyo los siguientes criterios jurisprudenciales emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que dicen: 

Novena Época, Registro: 164369, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, X XXII, Julio de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 1.4o.A. J/83,  Página:    1745.

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO INDIRECTO, EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE PREFERIR LOS RELACIONADOS CON EL FONDO DEL ASUNTO A LOS FORMALES, O BIEN, ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO.

La solución sustancial de los conflictos, en concordancia con  los principios de congruencia y exhaustividad que rigen las sentencias de amparo, contenidos en los artículos 77 y 78 de la le de la materia, obliga al juzgador a analizar, en primer lugar, los conceptos de violación  que puedan determinar la concesión de la protección federal con un efecto más amplio  al que pudiese tener una violación formal. Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido jurisprudencia  en el sentido de que el estudio de los conceptos  de violación que determinen la concesión del amparo directo debe atender al principio de mayor beneficio (tesis P./J. 3/2005, visible en la página 5, del tomo XXI, correspondiente al mes de febrero de 2005, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. De rubro. “ CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES”). En ese tenor, se estima  que en los juicio de amparo indirectos  deben analizarse los conceptos de violación relacionados con el fondo del asunto con preferencia a los formales, o bien, estudiarse en primer término los que pudiesen otorgar mayor beneficio al quejoso. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MARTERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.  
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.

En tal virtud, la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, determina que la resolución impugnada, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el numeral 250 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal, considera procedente decretar como en efecto se hace, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución que resuelve el recurso de revocación, así como la resolución originalmente recurrida consistente en la pronunciada el veintiséis de febrero de dos mil veintiuno, en el expediente**********, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado mediante la cual se impone al actor sanción consistente en suspensión del empleo, cargo o comisión por el período de tres meses, y por ende la Nulidad Total de las mismas, dejándolas sin efecto legal alguno.

En ese orden de ideas, con el objeto de cumplir con lo dispuesto por el artículo 252 del Código Invocado, el cual dispone que de ser favorable la sentencia al actor, esta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieran sido indebidamente afectados o desconocidos; por lo que se establece lo siguiente:

· El Contralor General del Estado, o en su caso, la Directora de Responsabilidades y Ética Pública, en el ámbito de su competencia, deberán cancelar cualquier registro o inscripción efectuada respecto de la sanción impuesta a la parte actora, ante el Registro de Servidores Públicos Sancionados que se lleva en esa Dependencia.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XIV, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y con apoyo además en los artículos 249, 250 fracción IV, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución que resuelve el recurso de revocación, así como la resolución originalmente recurrida consistente en la que fue pronunciada el veintiséis de febrero de dos mil veintiuno, en el expediente**********, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado mediante la cual se impone al actor sanción consistente en suspensión del empleo, cargo o comisión por el período de tres meses y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL de las mismas, dejándolas sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora, y por oficio a las autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
